
>  Coyuntura

Apenas terminada la asonada del 
30 de septiembre de 2010, en me-

dio de una batalla campal entre poli-
cías y militares en las calles de Quito 
en la que murieron dos militares, dos 
policías y un joven estudiante univer-
sitario, empezó la batalla por la inter-
pretación de lo ocurrido.

En los días siguientes, Rafael Correa 
expuso con claridad meridiana la te-
sis oficial: el problema salarial que 

públicamente adujeron los policías 
amotinados para justificar su insu-
bordinación fue una vulgar excu-
sa. Hubo en realidad un calculado 
y premeditado intento de golpe de 
Estado urdido por conspiradores li-
gados al Partido Sociedad Patriótica 
del ex-presidente Lucio Gutiérrez, 
que, al fallar en el designio de suble-
var a las Fuerzas Armadas, optó por 
el «plan B», matar al Presidente de la 
República1.
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En cuanto al rol protagónico de la Policía 
[en lugar del Ejército] en el intento de 
golpe, no sería fortuito (…). La ausencia de 
policías en las calles generalizaría el «caos» 
(en Guayaquil, por ejemplo, hubo robos y 
saqueos, expeditamente cubiertos por los 
medios, lo cual proporcionaría un pretexto 
justificado para el golpe). De hecho, los 
titulares de la prensa del 1 de octubre, 
enfatizaban en el «caos» vivido (…).2

El descontento por los cambios en 
el régimen de remuneraciones de la 
Policía no podía ser la causa del al-
zamiento porque la Ley de Servicio 
Público, aunque eliminaba las boni-
ficaciones por condecoraciones y as-
censos, aumentaba los salarios tota-
les al incluir el pago por horas extras. 
Sobre todo, recalcaba el presidente, 
el apoyo gubernamental a la insti-
tución habría sido inmenso: sensible 
aumento de los salarios entre 2007 y 
2010, mejora en el equipo operativo, 
inversiones en infraestructura física. 
Por eso, dados sus titánicos esfuerzos 
públicos pronto olvidados, se sintió 
hondamente traicionado3.

La tesis del motín, por el contrario, 
afirma que no hubo intento de golpe. 
Jamás se hizo ninguna proclama gol-
pista y prácticamente todos los altos 
oficiales policiales buscaron el apa-
ciguamiento; jamás hubo un mando 
unificado ni voceros y no se eviden-
ció planificación alguna en las accio-
nes del día: 

Empecemos entonces recordando que un 
golpe de Estado (…) requiere de ciertas 

condiciones. Lo fundamental, sin duda, es 
que alguien declare derrocado al gobierno 
vigente y anuncie quién asume la direc-
ción del país en su reemplazo. En lo ocur-
rido el 30 de septiembre en Ecuador, esto 
no sucedió en ningún momento (…). Los 
policías insubordinados ni siquiera pre-
sentaron un representante o liderazgo 
unificado (…). La falta de unidad en la 
acción es otro hecho evidente (…). ¿Será 
que las fuerzas de seguridad involucra-
das olvidaron que un golpe de Estado se 
planifica? ¿Será que no nombraron a los 
responsables de tareas básicas como la 
vocería? ¿O será simplemente que no 
hubo golpe de Estado y que lo que sí hubo 
fue un levantamiento policial?4

El secuestro o retención del Presiden-
te de la República, el peligro que co-
rrió su vida y la violencia de los su-
cesos ligados al rescate en la noche 
del jueves se explican, según esta in-
terpretación, por el caldeamiento de 
los ánimos conforme se fueron en-
cadenando acontecimientos impro-
visados provocados por la furia del 
momento. El aspecto decisivo de ese 

2. Rafael Quintero López y Erika Sylva Charvet: 
«Ecuador: la alianza de la derecha y el corpo-
rativismo en el ‘putch’ del 30 de septiembre 
del 2010», Quito, 17 de octubre de 2010, p. 12. 
3. Entrevista concedida a la televisión pública, 
Ecuador tv, por Xavier Lasso, 1/10/2010. Según 
informaciones del Ministerio de Relaciones 
Laborales, el salario mínimo de un soldado raso 
de la Policía pasó de us$ 297 en 2006 a us$ 797 
en 2010.
4. Edgar Isch: «Algunas ideas sobre el golpe que 
nunca fue» en Opción año 9 No 201, 1-15/10/2010, 
p. 6. El quincenario Opción es muy cercano al 
Movimiento Popular Democrático, partido de 
izquierda que apoyó las demandas salariales 
de la Policía.



16Nueva Sociedad 231
Pablo Ospina Peralta

desencadenamiento de violencia y 
del plagio que puso en riesgo la es-
tabilidad institucional del país ha-
bría sido la imprudente actuación del 
presidente en las primeras horas de 
la mañana, cuando acudió personal-
mente al Regimiento Quito No 1 con 
el fin de resolver el problema. Allí 
terminó perdiendo la compostura 
y desafiando abiertamente a los su-
blevados en actitud de agitador: «Se-
ñores, si quieren matar al Presidente, 
aquí está: mátenme. Si les da la gana, 
mátenme, si tienen valor, en vez de es-
tar en la muchedumbre, cobardemen-
te escondidos»5. Esta intervención 
agitó los ánimos y desencadenó la se-
cuencia de acontecimientos que llevó 
a convertir el motín gremial en un se-
cuestro que pudo costarle la vida6.
 

tesis alternativa■■■
 
¿Qué pensar de estas interpretacio-
nes contradictorias? La información 
es, por supuesto, fragmentaria, secre-
ta, impermeable al escrutinio detalla-
do. Ofrecemos aquí una especula-
ción verosímil y provisional, basada 
en la información fragmentaria dis-
ponible.

El primer hecho a tomar en cuenta es 
que en las primeras horas de la ma-
ñana la huelga policial no fue un he-
cho aislado en un batallón determi-
nado. Fue un acto masivo que dejó 
sin policía a todo el país. De la in-
formación disponible, en Galápagos 
y Sucumbíos la huelga no fue acata-

da, mientras que en las ciudades de 
Cuenca y Esmeraldas la tropa regre-
só al trabajo luego de negociaciones 
con sus superiores. Esto indica que, 
si hubo conspiración, había también 
un respaldo masivo a la «excusa» 
salarial o gremial. ¿Cómo explica el 
oficialismo este apoyo masivo? Bási-
camente, por la desinformación de 
los agitadores, las mentiras repeti-
das y el aprovechamiento del hecho 
de que los policías no habían leído 
en detalle la ley y no conocían los 
beneficios que les aportaba. En una 
palabra, el engaño7.

Esta explicación no es satisfactoria. 
Supone que un hecho muy poco fre-
cuente en la historia ecuatoriana, 
una huelga nacional de policías (la 
última data de 1980), puede deberse 

5. «El libreto del nuevo poder…» en Vanguardia 
No 260, 4-10/10/2010, pp. 21-22.
6. Para las versiones más radicales del «sim-
ple» motín, ni siquiera hubo «secuestro» por-
que el presidente mantuvo comunicación con 
sus allegados (que lo visitaron casi sin inter-
ferencias) y con el resto del mundo. Además, 
conservó el mando del gobierno y de su escol-
ta personal. Fue, pues, un secuestro en con-
diciones altamente favorables para el secues-
trado. Lo cierto es, sin embargo, que varios 
amotinados afirmaron muchas veces que no 
dejarían salir al presidente a menos que fir-
mara un compromiso.
7. Tanto Rafael Correa (entrevista en Telesur, 
17/10/2010) como Quintero y Sylva (ob. cit., p. 
1, nota 4), hablan de que hubo solo entre 1.000 
y 1.500 sublevados en una tropa de 42.000 po-
licías. Esta estimación refiere exclusivamente 
a los que participaron en los acontecimientos 
violentos. Pero la huelga afectó a toda la institu-
ción. A la fecha en que se escriben estas líneas, 
hay 44 policías inculpados en procesos judicia-
les y 13 detenidos.
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a agitadores que engañan a masas 
dócilmente manipulables. En reali-
dad, la agitación solo surte efecto en 
un ambiente receptivo. Y no solo eso. 
Dos altos oficiales, el jefe del Coman-
do Conjunto de las Fuerzas Arma-
das, el día jueves, y el comandante en 
jefe de la Policía, cuando renunció el 
viernes, en actos insólitos, pidieron 
públicamente la revisión de la Ley 
de Servicio Público. ¿Ellos tampoco 
la habían leído? ¿Nadie sabe leer? El 
oficialismo reconoce que la ley eli-
mina las bonificaciones por conde-
coraciones8 y ascensos pero dice que 
se las compensa con horas extras. La 
diferencia práctica es que el benefi-
cio actualmente existente se retira y 
se cambia el criterio de asignación de 
la bonificación adicional: en lugar del 
«mérito» en acción, se otorga por el 
tiempo de trabajo diario. El impacto 
«identitario» del cambio para la Poli-
cía parece ser tan importante, al me-
nos, como el puramente pecuniario.

Hay más. El tema había sido debati-
do en la Asamblea Nacional duran-
te el tratamiento de la ley presentada 
por el Ejecutivo. Luego de intensas 
discusiones, la Asamblea aceptó la 
negociación: incluyó la excepción 
para las Fuerzas Armadas y la Poli-
cía, de manera que pudieran seguir 
percibiendo ese tipo de bonificacio-
nes. Pero el presidente vetó esta ex-
cepción en la ley y no aceptó la ne-
gociación de la Asamblea porque no 
le parecía lógica. En una entrevista 
concedida a Ecuador tv, la televisión 

pública, el 1 de octubre, Correa expli-
có que, si aceptaban ese punto, todas 
las otras instituciones del sector pú-
blico podrían reclamar sus propias 
excepciones; si los policías querían 
mantener esas bonificaciones, enton-
ces debería retroceder totalmente al 
sistema antiguo y recibir solo su anti-
guo y reducido salario. Todo o nada.

La tesis más radical de la conspira-
ción, que supone la existencia de una 
masa de policías ignorantes y dócil-
mente manipulados, carece de toda 
seriedad. Es por completo insosteni-
ble. Es evidente que, internamente, el 
gobierno debe hacer otro análisis. Vo-
ceros del propio gobierno han dado a 
entender que, más allá de los discur-
sos públicos, reconocen que existe un 
malestar policial más profundo que 
podría estar en la base del problema. 
El propio presidente Correa ha men-
cionado «otros temas» entre las moti-
vaciones de los sublevados:

Entonces evidentemente se trataba de 
cosas más profundas, nosotros estamos 
haciendo investigaciones sobre atentados 
a derechos humanos en la Policía Nacional. 
La estamos modernizando, la estamos 
humanizando. Teníamos ahí aparatos 
represores, represivos, había vinculacio-
nes con potencias extranjeras, incluso 
directamente, ciertas unidades eran finan-
ciadas por países extranjeros que ade-
más eran los que designaban a los direc-
tores. Todo eso está cambiando, pero 

8. Se trata de reconocimientos por acciones en 
combate o actos de valor en cumplimiento del 
deber.
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hay grupos fascistas que se resisten a esos 
cambios y ahí están las verdaderas motivacio-
nes de esta insubordinación, y hay contactos 
con grupos que dijeron que tienen estas 
prácticas.9 

Algunos datos proporcionados por la 
revista Opción S, dirigida por miem-
bros del Partido Socialista10, permi-
ten considerar las dimensiones del 
problema:

En el proceso de «depuración interna», 
realizado entre enero de 2007 y agosto 
de 2010, se concretaron 503 Tribunales 
de Disciplina por asuntos internos, fue-
ron procesados 691 uniformados, de los 
cuales 367 fueron dados de baja, 171 
arrestados, 95 absueltos y 68 sanciona-
dos con penas leves. En la actualidad se 
encuentran registrados más de 1.500 casos 
de abuso policial y las principales res-
ponsabilidades y sanciones recaen en los 
ejecutores de órdenes, la tropa y los ofi-
ciales de más baja graduación.11

La reestructuración institucional de 
la policía, sin embargo, no se limita 
a los sensibles temas del control de 
los abusos contra los derechos hu-
manos. Alexis Mera, jefe del equipo 
jurídico de la Presidencia y perso-
naje prominente durante la crisis, lo 
expresó muy bien en una entrevista 
pocos días después de sofocada la re-
vuelta:

Los informes que tenemos es que sí se la 
hace [Gustavo Jalk, ministro del Interior, 
que sí explica a los policías los beneficios 
de la ley]. Pero parece que hay gente infil-
trada que está haciendo una propaganda 

en contra. No son solo los Gutiérrez (...). 
La Policía tiene ciertas estructuras com-
plicadas que han estado vinculadas a 
gastos reservados del Departamento de 
Estado norteamericano. Eso se cortó. 
Hace más de dos años ya tuvimos inci-
dentes cuando llegó la Embajadora, 
entró a la Policía y se llevó unas com-
putadoras como si fuera su casa. Hay 
gente que ya no tiene esos beneficios y 
que está resentida. Si esa gente quiere 
que el Gobierno americano siga mane-
jando la Policía, está equivocada (...). 
Hay planes de entregar la Policía de 
Migración a otra entidad; entregar la de 
Tránsito a los municipios, entonces hay 
funcionarios que creen que son espacios 
de poder y que pueden afectarlos (...). 
Hay oficiales y personal inconformes 
con las decisiones del Gobierno: la 
Comisión de la Verdad, la investigación 
de los abusos de la Policía en los últimos 
25 años.12

El secretario jurídico se refiere a 
cambios institucionales operados 
en los últimos años, a los que habría 
que añadir la supresión de la autono-
mía de los servicios de inteligencia 
y la eliminación de los cobros por la 

9. «La burguesía se aprovechó de la desinfor-
mación para desestabilizar a su Gobierno», cit., 
énfasis del autor.
10. Estos dirigentes socialistas pertenecen a 
la tendencia «corporativa» o «histórica», de 
Quintero y Sylva (v. más adelante), es decir, los 
que mantienen posiciones críticas con el go-
bierno por su actitud ante las organizaciones 
populares.
11. «Las lecciones del 30S» en Opción S No 7, 
10/2010, p. 4.
12. «No debe perseguirse a la policía», entre-
vista a Alexis Mera, secretario jurídico de la 
Presidencia, en El Comercio, 4/10/2010.
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participación en los concursos para 
el ingreso de nuevos reclutas13.

En suma, la Ley de Servicio Públi-
co entró en vigor en el marco de una 
profunda intranquilidad por el avan-
ce de las reformas dentro de la Policía. 
Ese es el caldo de cultivo de la agita-
ción interna de los sectores más reac-
cionarios de la oficialidad y la tropa. 
Grupos que no necesariamente son 
seguidores de Lucio Gutiérrez (pre-
sidente entre 2003 y 2005) pero que 
fácilmente pueden coaligarse con él. 
Simplificando las cosas, la política 
global del gobierno de la «revolución 
ciudadana» con la Policía puede in-
terpretarse como un intento de com-
pensar los apoyos que se pierden por 
el proceso de reestructuración inter-
na con importantes concesiones sala-
riales, de equipamiento y de dotación 
de infraestructura. Pero la compra de 
la lealtad no es tan duradera y estable 
como la lealtad verdadera.

Estamos en condiciones de formu-
lar sintéticamente la hipótesis alter-
nativa: el trabajo de los agitadores y 
conspiradores de la derecha militar 
y policial que existen desde el inicio 
del gobierno (y que seguirán exis-
tiendo después) tiene una creciente 
influencia en la Policía. Esto se debe 
al descontento e intranquilidad de 
los grupos de oficiales «duros», pro-
vocados por las reformas institucio-
nales en curso. Ese caldo de cultivo, 
claramente reaccionario, se encon-
tró con un malestar más amplio, el 

de una parte de la tropa que busca-
ba mantener un beneficio particular-
mente valorado: en su comprensión 
de las cosas, los beneficios adiciona-
les no tenían por qué significar el sa-
crificio de los beneficios existentes. El 
gobierno, al no querer negociar, brin-
dó la ocasión para una huelga donde 
se afirmó la influencia de los grupos 
duros y de los conspiradores. El de-
safío personal lanzado por el presi-
dente en la mañana del jueves en el 
Regimiento Quito empeoró la situa-
ción. Pero evidentemente no la pro-
vocó. Sin el ambiente previo, es difí-
cil pensar que su error hubiera tenido 
las terribles consecuencias que ahora 
conocemos.
 
La publicación de las comunicacio-
nes radiales de los sublevados pre-
sentada por la prensa el día 4 de oc-
tubre14 no deja lugar a dudas: varios 
de los implicados estuvieron dispues-
tos, en los momentos más tensos de la 

13. En septiembre de 2009 la gratuidad de la 
presentación de carpetas para el reclutamien-
to de nuevos policías provocó que el número 
de aspirantes de los sectores populares des-
bordara todas las previsiones y que se produ-
jeran tumultos y serios problemas de tránsito 
por la muchedumbre en varios destacamen-
tos. «Caos en tres ciudades por entrega de 
prospectos para aspirantes a policías» en Hoy, 
14/9/2009.
14. «Policías llamaban a matar al presidente de 
la República el 30 de septiembre», 4/10/2010. 
Se puede descargar el audio en <http://andes.
info.ec/actualidad/registro-de-comunicaciones-
de-la-central-radio-patrulla-deja-en-evidencia-
intencion-de-asesinar-al-presidente-correa-
32241.html>. Cfr. también «Agencia de no-
ticias Andes difunde el audio grabado en la 
revuelta» en El Expreso, 5/10/2010.
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refriega de la noche, a matar al pre-
sidente. Tampoco hay dudas de que 
carecían de una voz de mando unifi-
cada: los uniformados improvisaban 
y cada cual daba su opinión. Que-
da claro también que Correa estuvo 
efectivamente secuestrado: varios de 
ellos no estaban dispuestos a dejar-
lo salir a menos que firmara un com-
promiso de amnistía y revisión de la 
ley. Incluso si varios policías estaban 
dispuestos a dejarlo ir, había muchos 
exaltados que eliminaban cualquier 
garantía para su integridad. El pre-
sidente se negó terminantemente a 
cualquier concesión, y se dio paso a la 
solución militar: en horas de la noche, 
un equipo de elite del Ejército libe-
ró, por la fuerza, a Correa, que estaba 
retenido en el hospital de la Policía. 
Resulta también evidente que hubo 
varios personajes ligados a Lucio Gu-
tiérrez en los hechos: en el Regimien-
to Quito y en el ataque a la televisión 
pública. Pero, como dice Alexis Mera, 
no fueron solo los gutierristas quie-
nes protagonizaron los episodios15.

Es plausible suponer que la influen-
cia de este grupo, si existe, es mayor 
en el Ejército, de donde provienen 
casi todos sus principales dirigentes. 
Sin embargo, el Ejército no se plegó 
al paro16. La razón probablemente 
estriba en que las transformaciones 
institucionales son menores en las 
Fuerzas Armadas que en la Policía. 
Se han perdido privilegios similares 
a los que perdieron todas las otras 
dependencias públicas en cuanto a 

comisariatos exclusivos, clubes para 
descanso familiar y servicios mé-
dicos. Pero se han mantenido otras 
importantes, como empresas, estruc-
turas de mando y controles operati-
vos. Los beneficios por condecora-
ciones pueden imaginarse menores a 
los de la Policía en la medida en que 
hay menos combates. Por lo tanto, el 
impacto salarial (y sobre todo moral-
identitario) de la Ley de Servicio Pú-
blico pudo ser menor. Sobre todo, y 
esto es fundamental, las políticas de-
sarrollistas clásicas impulsadas por 
el gobierno de Correa, que recupe-
ran el papel del Estado en la econo-
mía y lo revalorizan como conductor 
de un proyecto de engrandecimiento 
y fortalecimiento patriótico, pueden 
encontrar oídos receptivos en la ofi-
cialidad del Ejército y las Fuerzas Ar-
madas más que en la Policía.

15. Al momento de escribir estas líneas, Fidel 
Araujo, dirigente del Partido Sociedad Pa-
triótica, filmado en el Regimiento Quito en la 
mañana del jueves 30 hablando por teléfono, 
se encuentra detenido. Otro dirigente, Pablo 
Guerrero, abogado de Lucio Gutiérrez, impli-
cado en la toma de las instalaciones de la tele-
visión pública en horas de la tarde, tiene orden 
de prisión, pero no ha sido capturado.
16. Entre los militares se registraron tres in-
cidentes que se hicieron públicos: la toma del 
aeropuerto de Quito (desactivada por el minis-
tro de Defensa), de Latacunga y un conato de 
conflicto con los funcionarios del Ministerio 
de Defensa (también desactivado por el minis-
tro). Un hecho llamativo, sin embargo, es que 
el apoyo del Comando Conjunto al gobierno 
constitucional ocurrió varias horas luego de 
los incidentes en el Regimiento de Policía, e 
incluyó el pedido de revisión de la Ley. Esto 
podría implicar una actitud, al menos, condes-
cendiente: no querían el enfrentamiento con la 
Policía.
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antes y después■■■

Incluso si las demandas contra la 
Ley de Servicio Público pudieran 
considerarse justas, la combinación 
con el rechazo a la reforma policial y 
la agitación gutierrista hacen de este 
un motín reaccionario. Las organiza-
ciones populares y progresistas solo 
podían repudiarlo y combatirlo. Pero 
no fue así. Aunque la inmediata mo-
vilización social en defensa del go-
bierno fue importante, fue también 
bastante modesta: nunca hubo ríos 
de gente en la calle. Es difícil calcu-
lar la cantidad de personas que se 
movilizaron para la defensa del go-
bierno, pero es seguro que no hubo 
100.000, como dice el presidente17. 
Quintero y Sylva no dan una cifra, 
pero recalcan que el Partido Socia-
lista fue el más importante factor de 
movilización social18. La revista Op-
ción S habla de tan solo 2.000 per-
sonas en la mañana. En la noche, la 
Plaza Grande, donde Correa dio su 
discurso una vez liberado, estaba 
llena entre un tercio (estimación de 
Vanguardia) y la mitad, es decir, entre 
4.000 y 7.000 personas. Un generoso 
cálculo de Fernando López, suman-
do a todos los movilizados en Qui-
to, sugiere que podrían haber sido 
20.00019. Al margen de cálculos in-
completos, lo cierto es que no se trató 
de un factor decisivo en la resolución 
de la crisis. Las insistentes declara-
ciones de varios voceros del gobierno 
sobre la urgencia de contar con bases 
organizadas llama indirectamente la 

atención sobre su rol en los momen-
tos decisivos de la crisis20. 

Por eso, más decisiva para hacer in-
viable un golpe fue la popularidad 
del gobierno en las encuestas. En 
efecto, todas ellas revelan un masivo 
repudio a la posibilidad del golpe, a 
la retención del presidente y a la ac-
titud de la Policía, que dejó desguar-
necidas las ciudades21. Pero no se tra-
tó de un apoyo organizado, capaz de 
movilizarse a tiempo y con dirección. 
Es posible especular, sin embargo, 
que, en la medida en que el respal-
do popular era alto, había un amplio 
margen para que el apoyo en la calle 
creciera si la situación se agravaba y 
perduraba.
 
¿Por qué las organizaciones popu-
lares y sociales no se movilizaron y 
varias de ellas incluso tuvieron posi-
ciones condescendientes o apoyaron 
abiertamente la sublevación policial? 
Las explicaciones más lamentables 

17. «La burguesía se aprovechó de la desin-
formación para desestabilizar a su Gobierno», 
cit. 
18. El canciller Ricardo Patiño, que dirigió una 
parte de la manifestación en los bajos del hos-
pital de la Policía, proviene originalmente de 
ese partido.
19. F. López: «‘Si quieren matarme, mátenme’. 
De la teoría de la conspiración a la necesidad 
de un análisis de la situación concreta» en 
Revista R No 6, Especial octubre de 2010, p. 
18.
20. Por ejemplo, el presidente Rafael Correa en 
su enlace sabatino No 194 del 30 de octubre de 
2010.
21. Según la consultora Perfiles de Opinión, 
solo 10% de los entrevistados consideró «ade-
cuados» los canales de protesta de la Policía.
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provienen de sectores de la izquierda 
cercanos o simpatizantes del gobierno 
ciudadano. Atilio Boron explica las 
posiciones políticas de una manera 
sencilla:

Para ni hablar de la lamentable involu-
ción del movimiento «indígena» [sic, en-
tre comillas] Pachakutik, que en medio 
de la crisis hizo pública su convocatoria 
al «movimiento indígena, movimientos 
sociales, organizaciones políticas demo-
cráticas, a constituir un solo frente na-
cional para exigir la salida del Presidente 
Correa». «¡Sorpresas te da la vida!», de-
cía Pedro Navaja; pero no hay tal sorpre-
sa cuando uno toma nota de los genero-
sos aportes que la Usaid y el National 
Endowment for Democracy han venido 
haciendo en los últimos años para «em-
poderar» a la ciudadanía ecuatoriana a 
través de sus partidos y movimientos so-
ciales.22.

El detalle incómodo de esta rápida 
explicación es que el aporte de Usaid 
y el National Endowment for Demo-
cracy se dirigió al Comité Empresa-
rial Indígena, donde no solo figu-
ra como promotora Lourdes Tibán, 
asambleísta de Pachakutik, fuerte 
opositora del gobierno, sino también 
Mariano Curicama, prefecto indíge-
na de Chimborazo, aliado del go-
bierno. Si la razón de sus posiciones 
políticas es el origen de sus fondos, 
¿por qué sus miembros tienen posi-
ciones diferentes? En realidad, estas 
instituciones no han financiado ni a 
la Confederación de Nacionalidades 
Indígenas del Ecuador (Conaie) ni 
al Ecuarunari ni a Pachakutik. Todo 

aquel que conozca mínimamente el 
movimiento indígena ecuatoriano 
sabe que la financiación de la co-
operación internacional existe des-
de el mismo nacimiento de las or-
ganizaciones étnicas a inicios de los 
años 80. La lógica del razonamiento 
nos llevaría a pensar, entonces, que 
el levantamiento de 1990 y toda la 
oposición al neoliberalismo podría 
ser una «acción paralela de aparatos 
paraestatales del extranjero». Susti-
tuir explicaciones políticas por acu-
saciones de conspiración está lejos 
de ayudar a entender el proceso his-
tórico.
 
Para comprenderlo, hay que situar 
los ejes del distanciamiento entre el 
gobierno y las organizaciones popu-
lares. Rafael Quintero y Erika Sylva, 
ambos altos funcionarios del gobier-
no y miembros de la “tendencia uni-
taria” (es decir, más gobiernista) del 
Partido Socialista Ecuatoriano, lle-
gan a plantear que el origen del golpe 
está en las luchas de la Conaie un año 
antes contra la Ley de Aguas:

22. «Notas sobre el frustrado golpe de esta-
do en Ecuador» en <www.atilioboron.com/
2010/10/nota-sobre-el-frustrado-golpe-de-
estado.html>, 1/10/2010. La base informativa 
para esta afirmación es el trabajo de Eva Go-
linger. También Quintero y Sylva sugieren 
esta relación: «Las movilizaciones de esta or-
ganización indígena sin duda alguna tienen 
financiamiento externo, lo cual es necesario 
evaluar, para sopesar hasta qué punto no se ha 
prestado a ser objeto de lo que Pablo González 
Casanova llamara acciones paralelas de apara-
tos paraestatales del extranjero». Ob. cit., p. 1 
nota 3, y p. 5 nota 15.
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Si bien la derecha conspiró contra el 
gobierno de Rafael Correa Delgado desde 
su instalación, paradójicamente el golpe 
como un proceso orientado a derrocarlo y 
derrotar el proceso constituyente por él 
liderado, se originó con la movilización 
de la Confederación de Nacionalidades 
Indígenas del Ecuador (Conaie), a fines 
de septiembre del 2009, en rechazo a la 
Ley de Recursos Hídricos y para retener 
su manejo de las instituciones públicas 
orientadas al sector indígena en educa-
ción, salud y desarrollo, abriendo la 
coyuntura desestabilizadora que tendría 
su hito un año más tarde, el 30 de sep-
tiembre del 2010, con la insubordinación 
de sectores de la Policía y el secuestro e 
intento de asesinato del Presidente de la 
República.23

La tesis de Quintero y Sylva es que 
hubo una confluencia entre la derecha 
y el «corporativismo» que barniza la 
política de la Conaie y de toda la iz-
quierda. Dado que Correa no proviene 
de la izquierda, su ataque al corpora-
tivismo es más frontal24. El corporati-
vismo es, para estos autores,

un mecanismo de representación de los 
intereses económicos de los grupos socia-
les organizados caracterizado por: a) 
suplantar, o al menos, hacer prevalecer la 
esfera de los intereses privados por enci-
ma de los intereses públicos o colectivos, 
lo que significa negar la democracia gene-
ral del pueblo como posibilidad histórica; 
b) expandir/conservar las «conquistas» 
gremiales de sus «grupos de interés» ya 
obtenidas, conceptuadas como derecho 
irrenunciable; c) eludir el reconocimiento 
de los derechos y obligaciones de cada 
ciudadano como una condición universal 
(de todos), por encima de sus intereses, 

logros y conquistas gremiales; d) hacer 
prevalecer la representación de los gre-
mios, sindicatos y corporaciones en 
general, por encima de los partidos polí-
ticos (…). El corporativismo ha bloquea-
do el desarrollo democrático del país al 
debilitar a los partidos políticos, convir-
tiéndolos en entidades corporativas o 
constituyéndolos en apéndices de los 
gremios.25

Esta diferencia, apuntada por los 
funcionarios gubernamentales, ade-
cuadamente reformulada puede ser-
vir para entender el conflicto políti-
co entre el gobierno y gran parte de 
las organizaciones sociales. El fondo 
del problema es que existe una com-
prensión distinta de la democracia 
y del proceso de fortalecimiento del 
Estado en un escenario posneolibe-
ral. Mientras las organizaciones so-
ciales reclaman participación en las 
instancias de toma de decisión sobre 
políticas públicas, el gobierno argu-
menta que los sujetos «regulados» no 
pueden ser parte de la «regulación», 
por lo que las decisiones deben con-
centrarse en el jefe del Ejecutivo, ele-
gido en elecciones universales y por 
tanto representante de toda la socie-
dad. Esta diferencia política se expre-
só muy claramente en el debate de la 
Ley de Aguas y de la Ley de Educa-
ción Superior, pero puede extenderse 
a otras políticas, como el diseño del 
«Estado plurinacional» o la consulta 

23. R. Quintero y E. Sylva: ob. cit., p. 1.
24. Ibíd., p. 13 y nota 38.
25. Ibíd., p. 3.
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de poblaciones afectadas por activi-
dades extractivas.
 
En el caso de la Ley de Aguas, las 
organizaciones rurales e indígenas 
reclamaban que la máxima entidad 
pública de toma de decisiones polí-
ticas fuera un tipo de «consejo» con 
participación de las organizaciones 
rurales (el Consejo Plurinacional del 
Agua), mientras que el gobierno bus-
caba delegar todas las decisiones im-
portantes en la Secretaría nombra-
da por el Ejecutivo26. En el caso de la 
Ley de Educación Superior, las uni-
versidades reclamaban que la máxi-
ma entidad reguladora del sistema 
tuviera autonomía y representación 
mayoritaria de la comunidad uni-
versitaria, mientras que el gobierno 
buscaba (y logró) reservar el control 
de dicha entidad en manos del pre-
sidente. Cuando el gobierno admite 
que pueden existir representantes 
de organizaciones o de estamentos 
de la sociedad civil, estos no pue-
den ser designados por las mismas 
organizaciones o mediante eleccio-
nes, sino por concurso de méritos y 
oposición. Se diluye así el lazo de re-
presentación social y se lo sustituye 
(o se matiza muy fuertemente) por 
el de mérito individual. Así, pues, el 
conflicto entre «corporativismo» y 
«revolución ciudadana» consiste en 
que, para las organizaciones, el for-
talecimiento del Estado significa re-
forzar la participación organizada de 
la sociedad en las instancias de toma 
de decisiones, mientras que, para 

el gobierno, significa fundamental-
mente centralizar las decisiones en el 
Ejecutivo, sede del interés público27.

Entre las organizaciones sociales y el 
gobierno existe, pues, un distancia-
miento político que no puede redu-
cirse a la influencia del Departamen-
to de Estado. Hay que decir, además, 
que este distanciamiento no se limita 
al «corporativismo» sino también a 
la política de promoción de la mine-
ría y a la hostilidad gubernamental 
frente a la movilización social inde-
pendiente, que lo ha llevado a acu-
sar de «terrorismo y sabotaje» a una 
gran cantidad de dirigentes sociales, 
incluida toda la dirigencia de la Co-
naie y el Ecuarunari28. 

A la luz de estos antecedentes, no es 
efectivamente ninguna «sorpresa» 

26. El tratamiento de esta nueva ley se pospuso 
luego del levantamiento indígena de septiem-
bre de 2009.
27. En el esquema de cinco «vías» al socialismo 
de Erik Olin Wright, la propuesta de las orga-
nizaciones se asemeja a la «democracia aso-
ciativa», mientras que el camino del gobierno 
es más claramente «estatista». E. Wright: «Los 
puntos de la brújula. Hacia una alternativa 
socialista» en New Left Review No 41, 2006; y, 
de manera más detallada, en Envisioning Real 
Utopias, Verso, Londres-Nueva York, 2010.
28. He tratado con más detalle estas diferen-
cias en dos textos anteriores: Corporativismo, 
Estado y revolución ciudadana. El Ecuador de Ra-
fael Correa, Universidad de Bielefeld, Bielefeld, 
en prensa; e «Historia de un desencuentro: 
Rafael Correa y los movimientos sociales en 
el Ecuador (2007-2008)» en Raphael Hoetmer 
(coord.): Repensar la política desde América Lati-
na. Cultura, Estado y movimientos sociales, Pro-
grama Democracia y Transformación Global, 
Universidad Nacional Mayor de San Marcos, 
Lima, 2009.
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que entre las organizaciones indí-
genas haya resultado difícil la ne-
gociación interna sobre la posición 
a adoptar frente al gobierno: debían 
«olvidar» momentáneamente los cons-
tantes conflictos y las humillaciones 
que han recibido de parte del presi-
dente y los sistemáticos intentos de 
debilitarlas de parte del gobierno. Al 
mediodía, la organización decidió re-
pudiar el golpe, aunque reafirmando 
sus diferencias con el gobierno. Sin 
embargo, un nuevo comunicado de 
la Conaie, el 6 de octubre, retomó el 
discurso inicial de ciertos dirigen-
tes de Pachakutik, señalando que re-
chazaban al gobierno y que recha-
zarían cualquier intento de golpe si 
lo hubiera habido (pero en realidad 
no hubo ni golpe ni secuestro). Estas 
variaciones en la postura revelan las 
contradicciones internas dentro de 
la más grande de las organizaciones 
populares del Ecuador. No estaba en 
condiciones, por lo tanto, de hacer 
ninguna movilización contra el mo-
tín. Las organizaciones rurales más 
cercanas al gobierno, como la Con-
federación Nacional de Organiza-
ciones Campesinas, Indígenas y 
Negras (Fenocin) o la Coordinado-
ra Nacional Campesina (cnc), repu-
diaron el golpe, y algunas de ellas 
se movilizaron. 
 
De manera más específica, el mo-
tín policial inicial contra la Ley de 
Servicio Público encontró eco en ho-
ras de la mañana en sindicatos pú-
blicos descontentos con una norma 

que, además del problema salarial 
de los policías, conculcaba derechos 
laborales. Los intentos sindicales de 
conversar se habían estrellado, como 
de costumbre, contra la negativa del 
gobierno a negociar los términos de 
los cambios. Estos grupos sindica-
les descontentos que esperaban ini-
cialmente apoyar (y apoyarse) en 
la demanda policial rápidamente 
se retiraron cuando, en horas de la 
tarde, el proceso fue desbordado29. 
Pero jamás saldrían a la calle a de-
fender al gobierno. Hubo también 
grupos aislados de estudiantes des-
contentos por el trámite de la Ley 
de Educación Superior que salieron 
a apoyar a la Policía, pero desapa-
recieron luego del mediodía. Tam-
poco los maestros organizados re-
chazaron el secuestro, reflejando la 
dureza del conflicto que los aleja del 
gobierno incluso si apoyan el pro-
yecto de Ley de Educación General, 
actualmente en trámite. 

En síntesis, entre las organizaciones 
populares importantes, los golpes pa-
sados y reiterados del gobierno han 
sido demasiado frecuentes como para 
salir a la calle en su defensa. Es la co-
secha de una política gubernamental 
sistemática de alejamiento, intoleran-
cia, desprecio e incluso persecución 
a las organizaciones populares. El 

29. Dos reseñas sobre los conflictos sindicales 
originados en la Ley de Servicio Público pue-
den encontrarse en las revistas Opción S No 7, 
10/2010; Opción S No 6, 10/2010 y Opción año 9 
No 201, 10/2010.
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resultado acumulado fue que la de-
fensa más efectiva e inmediata con-
tra la desestabilización resultó estar 
en las Fuerzas Armadas y en la res-
puesta internacional. Así como se 
puede valorar el aplomo presiden-
cial en los momentos más tensos de 
la crisis, es un grave error mantener 
la misma actitud con todos en toda 
circunstancia, despreciando la ne-
gociación política con organizacio-
nes sociales. Se acumulan y suman 
peligrosamente los descontentos 
sectoriales: en la política agraria, in-
dígena, laboral, universitaria, entre 
otros. No impiden que la populari-
dad del presidente se mantenga alta, 
pero le enajenan aliados activos y 
políticamente definidos. Vencer las 
resistencias encontradas (y las que 
se seguirán encontrando) para las re-
formas más necesarias requiere que 
se dialogue y se negocie con quienes 
pueden apoyar no solamente por be-
neficios particulares sino por con-
vicción histórica. El empecinamien-
to del gobierno en confrontar con los 
grupos organizados y activos de los 
sectores progresistas le puede resul-
tar muy caro en el próximo enfren-
tamiento con los grupos más reac-
cionarios.

Visto en una perspectiva más gene-
ral, ¿salió fortalecido el gobierno? Es 
difícil saberlo. Hubo un repudio ge-
neralizado a la actitud policial y los 
sondeos muestran un aumento de 
la popularidad del gobierno30. En la 

siguiente ley aprobada en la Asam-
blea (la Ley de Seguridad Social) el 
Ejecutivo terminó aceptando la ne-
gociación conducida por los parla-
mentarios que modificaba la pro-
puesta inicial, para beneplácito de 
las organizaciones de jubilados. En 
la Convención Nacional de Alianza 
pais, celebrada a inicios de noviem-
bre, los puestos directivos del par-
tido fueron ocupados por dirigen-
tes relativamente más interesados 
en promover la organización popu-
lar. Quizás signifique algún tipo de 
reorientación. Pero las señales son 
contradictorias: el Código de la Pro-
ducción, en trámite en la Asamblea, 
ha sido aplaudido por los gremios 
empresariales, aunque pongan re-
paros al conjunto de la política eco-
nómica. Para ellos es una buena se-
ñal, aunque muy aislada. 

En el mediano plazo, la negativa a 
considerar las demandas sectoria-
les o a construir frentes basados en 
el diálogo entre grupos con plantea-
mientos afines erosiona la base social 
potencial del Movimiento pais y pue-
de llevar a la agregación paulatina de 
los crecientes agravios particulares. 
Por su parte, la solución al «problema 
policial» se presenta muy difícil: ¿por 

30. Los datos de la consultora Perfiles de Opi-
nión mostraron un leve aumento de la aproba-
ción a la gestión del presidente, que pasó de 
casi 71% a casi 76% entre el 13 de septiembre 
y el 8 de octubre de 2010, y un aumento de la 
credibilidad de 53% a casi 62%.
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dónde pasar la tijera que separe las 
concesiones de la mano firme? Sea 
como sea, allí, en la Policía, el pre-
sidente no podrá encontrar aliados 
firmes. El gobierno necesita enten-
der que no podrá hacer los cambios 
solo. Tiene que decidirse a escoger 
aliados en lugar de abrir frentes a 
izquierda y derecha. Una vez que 
los escoja (y no sabemos si serán 

los grupos empresariales, las orga-
nizaciones populares o una combi-
nación inestable de ambos), si son 
en verdad aliados, debe negociar 
las políticas con ellos. Sin construir 
acuerdos y cambiar la prepotencia 
por el diálogo, las facturas del con-
flicto y la incertidumbre de sus re-
sultados seguramente se agravarán 
en el futuro.
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